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Institucional 

propios del derecho para lograr precisión”3; y la puntualidad obliga a que la norma 
evite incluir “la redundancia o las referencias innecesarias”4 
 
 

II. Planteamiento del Problema. 
 
    
El artículo 10 del proyecto de Constitución de la Ciudad de México establece el 
derecho a la autodeterminación y al libre desarrollo de la personalidad por 
separado, sin embargo, el primero de los derechos aludidos constituye la 
expresión jurídica del principio liberal de "autonomía de la persona", de acuerdo 
con el cual al ser valiosa en sí misma la libre elección individual de planes de vida, 
el Estado tiene prohibido interferir en la elección de éstos, debiéndose limitar a 
diseñar instituciones que faciliten la persecución individual de esos planes de vida 
y la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno elija, así como a impedir la 
interferencia de otras personas en su persecución. En el ordenamiento mexicano, 
el libre desarrollo de la personalidad es un derecho fundamental que permite a los 
individuos elegir y materializar los planes de vida que estimen convenientes, cuyos 
límites externos son exclusivamente el orden público y los derechos de terceros.5  
 
Además de lo anterior, es natural asumir que el disfrute de tiempo libre, el ocio y la 
recreación también integran el desarrollo de la personalidad porque son la 
proyección de las decisiones que se toman en cada una de esas actividades por 
las que revelamos nuestros gustos e intereses y los fomentamos, construyendo o 
reafirmando la individualidad interior. 
 
La redacción actual del artículo 10 del proyecto de Constitución da cuenta con 
claridad que la intención político legislativa es proteger una libertad a través del 
establecimiento de un derecho, no obstante, el número de inclusiones de los 
denominados “derechos” en tal artículo no significa una mayor o mejor protección 
de cualquiera de ellos o de su conjunto, en ese contexto, es necesario observar la 
regla de técnica legislativa a partir de la cual el principio de puntualidad permite 
evitar redundancias y el de brevedad a suprimir los textos que no agreguen algo 
necesario o que oscurezcan el mensaje, con estos argumentos es evidenciado 
que la redacción actual del artículo 10 aludido, contiene elementos innecesarios 

                                                           
3
 Ibídem 

4
 Manual de Técnica legislativa; Israel Ramiro Campero Méndez; Rotembol, impresiones gráficas; Bolivia; 

página 121. 
5 DIVORCIO NECESARIO. EL RÉGIMEN DE DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO QUE EXIGE LA ACREDITACIÓN DE 

CAUSALES, VULNERA EL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD (CÓDIGOS DE MORELOS, 
VERACRUZ Y LEGISLACIONES ANÁLOGAS). Época: Décima Época, Registro: 2009591, Instancia: Primera Sala, Tipo de 
Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, Julio de 2015, Tomo I, Materia(s): 
Constitucional, Tesis: 1a./J. 28/2015 (10a.), Página: 570 
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por redundantes al formar parte de un mismo concepto como el libre desarrollo de 
la personalidad y por el que se establece una libertad-derecho.  
 
Por otro lado, incluir como derecho constitucionalizado la disposición del propio 
cuerpo, tiene dos grandes riesgos de interpretación, la primera como conflicto de 
normas a partir del cual el titular del derecho puede renunciar voluntariamente a su 
integridad física o emocional así como a la protección de éstas bajo el argumento 
de la disposición personal del propio cuerpo, esto se problematizaría con la 
irrenunciabilidad del derecho humano a la dignidad e integridad personal, un 
ejemplo de ello sería el sometimiento a circunstancias equiparables a la condición 
de esclavo; la segunda que es materialmente más grave tiene que ver con la 
invocación de este derecho para justificar voluntariamente o no, por parte de su 
titular, la realización de conductas delictivas en su cuerpo, el caso concreto sería 
la explotación sexual o la violencia física. 
 
En mérito de lo señalado, es necesario establecer en el texto Constitucional que 
esta libertad-derecho se encuentra acotada incluso para su titular, cuando su 
invocación o aplicación derive en la renuncia de un derecho humano para aquel o 
bien como justificación de la comisión de un delito en la integridad física del titular, 
sea o no con su consentimiento. 
 
 

III. Propuesta Legislativa. 
 
 
Por la problemática planteada, los razonamientos y argumentos expuestos, 
someto a consideración de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México la 
siguiente modificación al Proyecto de Constitución Política: 
 
   

Único. Se modifica el artículo 10 del Proyecto de Constitución Política de la 
Ciudad de México, para quedar de la siguiente manera:  
 
 
Artículo 10  
Ciudad de libertades y derechos  
 
 
A. De la libertad para el desarrollo de la personalidad 
 
 
En la Ciudad de México, se reconoce la libertad individual de los seres humanos a 
desarrollar su personalidad, al pensamiento y la manifestación pública de los 
afectos. 
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La libertad-derecho a disponer sobre el propio cuerpo no podrá ser aplicada o 
invocada por su titular como medio para renunciar a sus derechos humanos o bien 
como justificación de la comisión de un delito en su integridad física, sea o no con 
su consentimiento. 
 
 
Las libertades señaladas son derechos que la función pública debe promover, 
impulsar y respetar sin más restricciones que las establecidas por la ley.  
 
 
Las libertades-derechos contenidos  en este apartado son exigibles en lo público y 
en lo privado para su debida observancia y/o garantizar su defensa; no obstante, 
su ejercicio está sujeto al respeto a la ley.     
 
 
Transitorios 
 
 
Sin referencia 
 

 
Presentada en la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México, antigua sede 
del Senado de la República en Xicoténcatl, Ciudad de México, a 30 de octubre de 
2016. 

 

 
 

Diputada María Gloria Hernández Madrid   (rúbrica) 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO 37, DEL PROYECTO DE CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO DEL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, 
RELATIVO A LAS FACULTADES DEL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO Y LAS PATENTES DE NOTARIO, EL NOTARIADO COMO 
GARANTÍA INSTITUCIONAL, A CARGO DE LA DIPUTADA OLGA SÁNCHEZ 
CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS. 
 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

El artículo 37 (“De la Jefatura de Gobierno”), apartado C (“De las atribuciones”), 

incisos k y l, del actual texto del proyecto en cuestión establecen lo siguiente: 

 

“1. La persona titular de la Jefatura de Gobierno tiene facultad para:(...) 
 
k) Las que señala la Constitución Política de los Estados Unidos  Mexicanos; y 
 
l) Las demás expresamente conferidas en la presente Constitución y las leyes.” 

 

Se propone la inclusión de un nuevo inciso y la consecuente modificación de los 

antes transcritos como sigue: 

  

 “1. La persona titular de la Jefatura de Gobierno tiene facultad para:… 

 

k) Expedir las patentes de Notario para el ejercicio de la función notarial a favor de las 

personas que resulten triunfadoras en el examen público de oposición correspondiente y 

acrediten los demás requisitos que al efecto establezca la Ley de la materia, misma que 

invariablemente será desempeñada por profesionales del Derecho independientes 

económica y jerárquicamente del poder público, los notarios serán auxiliares en la 

administración de justicia en los términos que establezcan las leyes en la materia; 

 

l)   Las que señala la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  

 

m) Las demás expresamente conferidas en la presente Constitución y las leyes.” 

 

ARGUMENTACIÓN 

 

La anterior propuesta se justifica por lo siguiente: 

 

La función notarial constituye uno de los medios más importantes y efectivos para 

la realización de la seguridad jurídica directa de la población. En efecto, como 

consecuencia del tipo Notariado Latino que nos caracteriza, existe una gran 

cantidad de supuestos jurídicos que se actualizan en el día a día de los 

ciudadanos y pobladores en general de la Ciudad de México, en los que se ven 

protegidos sus intereses personales, familiares, patrimoniales y jurídicos, por lo 

que se torna imprescindible que dicha función notarial revista la más alta calidad 

técnica, jurídica y profesional. 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO 40, DEL PROYECTO DE CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO DEL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, EN 
MATERIA DEL PODER JUDICIAL, SU INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO, 
FACULTADES Y ATRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES DEL PODER 
JUDICIAL, MEDIOS ALTERNATIVOS DE JUSTICIA, CONSEJO DE LA 
JUDICATURA Y SERVICIOS PERICIALES Y FORENSES, A CARGO DE LA 
DIPUTADA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS. 
 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

El Poder Judicial es el poder del Estado encargado de administrar e impartir 

justicia en una sociedad. Es uno de los tres poderes que ejercen facultades y 

funciones primordiales del Estado (junto con el poder legislativo, el poder ejecutivo 

y los órganos constitucionales autónomos), labor que desempeña mediante la 

aplicación e interpretación de las normas jurídicas en la resolución de conflictos. 

Por "Poder", en el sentido de poder público, se entiende a la organización, 

institución o conjunto de órganos del Estado, que en el caso del Poder Judicial son 

los órganos judiciales o jurisdiccionales:  juzgados y tribunales, que ejercen 

la potestad jurisdiccional, gozando de imparcialidad y autonomía. 

 

En ese sentido, en términos del proyecto de Constitución Política de esta Ciudad 

que presentó el Jefe de Gobierno a esta H. Asamblea Constituyente, la 

administración e impartición de justicia en la Ciudad de México, le corresponderá a 

un Tribunal Constitucional, un Tribunal Superior de Justicia, un Centro de Justicia 

Alternativa y de Conciliación, un Consejo de la Judicatura, un Organismo de 

Servicios Periciales y Forenses, Juzgados y demás órganos que determine la ley. 

 

Al respecto, no se debe perder de vista que la función jurisdiccional ya no puede 

caracterizarse únicamente como la aplicación de la ley al caso concreto, 

recurriendo a la teoría de la subsunción de los supuestos de hecho en normas 

abstractas y generales: una premisa mayor y otra menor. El juez no es la boca que 

expresa las palabras de la ley. Nada es tan mecánico ni automático. La realidad es 

más compleja y exige de las juezas y jueces un esfuerzo interpretativo. Los 

titulares de los órganos jurisdiccionales interpretan las normas a partir de diversas 

fuentes del derecho y mediante disposiciones de muy diversos rangos: 

constitucionales, convencionales, legales, reglamentarias: con las que a menudo 

no es sencillo alcanzar una interpretación sistemática y desprovista de 

contradicciones. 

 

 

 

 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_legislativo
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_ejecutivo
https://es.wikipedia.org/wiki/Conflicto_de_intereses_de_relevancia_jur%C3%ADdica
https://es.wikipedia.org/wiki/Poder_p%C3%BAblico
https://es.wikipedia.org/wiki/Estado
https://es.wikipedia.org/wiki/Juzgado
https://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal
https://es.wikipedia.org/wiki/Potestad
https://es.wikipedia.org/wiki/Jurisdicci%C3%B3n
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11. El contenido del apartado D.3 en relación a las ausencias de los integrantes 

del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México y la propuesta de que 

sea el Consejo Judicial Ciudadano el que emita el nombramiento 

correspondiente. 

 

12. El contenido del apartado D.5 relativo a la mayoría calificada requerida de 

los integrantes del Consejo de la Judicatura para elegir a su presidente. 

 

13. El apartado D.9 en relación con los órganos auxiliares del Consejo de la 

Judicatura de la Ciudad de México. 

 

14. El apartado D.10 en relación con la posición que guarda dentro del artículo, 

en función de que se refiere al presupuesto del Poder Judicial local. 

 

15. El apartado E en relación a la naturaleza jurídica de los servicios periciales 

y forenses; y, 

 

16. La inserción de un apartado F, en el que se establezca la función notarial 

como auxiliar en la administración de justicia. 

 

ARGUMENTACIÓN 

 

1. El contenido del apartado A.1 en relación a los órganos en los que se 

deposita el Poder Judicial, en particular lo relativo al Centro de Justicia 

Alternativa y de Conciliación así como al Organismo de Servicios Periciales 

y Forenses y al Tribunal Constitucional. 

 

El apartado establece: 

 
“Artículo 40. Del Poder Judicial  
 
A. De su integración y funcionamiento  
  
1. El Poder Judicial de la Ciudad de México se deposita en un Tribunal Constitucional, un Tribunal 
Superior de Justicia, un Centro de Justicia Alternativa y de Conciliación, un Consejo de la 
Judicatura, un Organismo de Servicios Periciales y Forenses, Juzgados y demás órganos que 
determine la ley.” 
 
 

Al respecto, se estima conveniente que por una parte el Centro de Justicia 

Alternativa y de Conciliación, sea un órgano desconcentrado del Poder Judicial y 

que el Organismo de Servicios Periciales y Forenses sea un órgano auxiliar del 

Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México. 
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Como es sabido la desconcentración de órganos es una forma de organización 

que pertenece a los Poderes Públicos, Secretarías de Estado y Departamentos 

Administrativos con la intención de obtener la mejor atención y eficacia ante el 

desarrollo de los asuntos de su competencia, no tienen personalidad jurídica ni 

patrimonio propio y jerárquicamente están subordinados a las dependencias de la 

administración pública a que pertenecen, en este caso del Poder Judicial pero 

tendrá autonomía presupuestaria, de gestión y de decisión. Sus facultades son 

específicas para resolver sobre la materia y ámbito territorial que se determine en 

cada caso por la ley. 

 

Por tanto, se considera que con ello, el Centro de Justicia Alternativa y de 

Conciliación, puede brindar una mejor atención y eficacia en el desarrollo de los 

asuntos de su competencia. 

 

En ese orden de ideas, la propuesta reside en que se eliminen del apartado 

ambos órganos tal como se presenta más adelante en la propuesta de redacción 

final. 

 

Paralelamente, se considera necesario modificar la nomenclatura de “Tribunal 

Constitucional a Sala Constitucional” para ser congruentes con la iniciativa que se 

presentaré en relación al artículo 41. 

 

2. La evaluación pública a la que hacen referencia los apartados A.3 y A.4, a 

la que presuntamente estarán sujetos las y los jueces y magistrados, del 

Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal Constitucional así como a la 

duración en el cargo. 

 

Los apartados establecen: 

 

“Artículo 40. Del Poder Judicial  
A. De su integración y funcionamiento  
(…) 
3. El Consejo de la Judicatura designará a las y los jueces conforme a lo previsto por esta 
Constitución y la ley en la materia. Las y los jueces durarán seis años en su cargo y podrán ser 
reelectos hasta por un periodo más, previa evaluación pública. Sólo podrán ser privados de sus 
puestos en los términos que establecen esta Constitución y las leyes.   
4. A propuesta del Consejo de la Judicatura, las y los magistrados del Tribunal Constitucional y del 
Tribunal Superior serán designados por las dos terceras partes de las y los diputados del Congreso 
local. Las y los magistrados durarán seis años en su cargo y podrán ser reelectos hasta por un 
periodo más, previa evaluación pública. Sólo podrán ser privados de sus puestos en los 
términos que establecen esta Constitución y las leyes.  

 

La “previa evaluación pública” a la que se refieren ambos apartados, para que 

jueces y magistrados puedan ser reelectos, ¿cómo se va a instrumentar?, ¿los 

ciudadanos cuentan con elementos cognitivos para poder evaluar a los jueces y 

magistrados de la Sala Constitucional y del Tribunal Superior de Justicia?, ¿se 
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tratará de una evaluación que realicen todos las personas –los electores- de la 

Ciudad de México? 

 

En ese sentido, se estima que en términos generales el escrutinio público de la 

función judicial es una norma desproporcionada, innecesaria y no es idónea para 

una correcta evaluación del desempeño judicial que de forma adicional puede 

resultar compleja de instrumentar. 

 

Por tanto, se estima que ambos apartados son inconstitucionales e 

inconvencionales, en el segmento que establece “previa evaluación pública” ya 

que contravienen lo dispuesto por los artículos 116, fracción III de la Constitución 

Federal y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez 

que dicha evaluación pública disminuye la independencia, imparcialidad y 

autonomía judicial. Tales disposiciones establecen, en la parte conducente: 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 

“Artículo 116.-El poder público de los Estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni 
depositarse el Legislativo en un solo individuo. 
 
(…)  
 
III. El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las 
Constituciones respectivas. 
 
La independencia de los Magistrados y Jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar 
garantizada por las Constituciones y las leyes orgánicas de los Estados, los cuales 
establecerán las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los 
Poderes Judiciales de los Estados. 
(…)”. 

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos 

“Artículo 8.  Garantías Judiciales 

 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 

para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 

otro carácter.” 

 

Inclusive, el propio proyecto de Constitución en su apartado A.7 establece que: 

 

“Artículo 40. Del Poder Judicial  
A. De su integración y funcionamiento  
(…) 
7. Las y los jueces y magistrados percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no 
podrá ser disminuida durante su encargo. La ley garantizará la autonomía e independencia de 
las personas integrantes del Poder Judicial.”  

 

Por tanto, existe una contradicción normativa en el Proyecto de Constitución de la 

Ciudad de México, al prever por un lado un escrutinio público y por otro, la 
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garantía de autonomía e independencia judicial, la cual al ser una garantía 

institucional, tiene una prevalencia preferente sobre la citada evaluación. 

 

En consecuencia, en la propuesta se sugiere que se eliminen de ambos 

apartados, la referencia a la “previa evaluación pública” y que se establezca que 

para la reelección de los jueces y magistrados será necesario que sean sometidos 

a una evaluación de conocimientos jurisdiccionales y de su materia, realizada por 

el Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México; lo cual además de ser una de 

las funciones naturales de dicho órgano, con ello se garantiza que el perfil de los 

titulares de los órganos jurisdiccionales de la Ciudad de México no solo se 

mantenga actualizado en cuanto a los conocimientos de su materia sino que 

estaría sujeto a la vigilancia, disciplina y escrutinio del propio Consejo. 

 

Con el objeto de consolidar una verdadera “carrera judicial”, se considera 

necesario ampliar los períodos durante los cuales serán juezas y jueces así como 

magistradas y magistrados. 

 

3. El contenido del apartado A.6 en relación a que la ley determinara el 

número de salas, magistraturas, juzgados, jueces y demás personal con el 

que contarán. 

 

El apartado establece: 

 

“Artículo 40. Del Poder Judicial  
A. De su integración y funcionamiento  
(…) 
6. Los Tribunales del Poder Judicial funcionarán en pleno y en salas. La ley determinará el número 
de salas, magistraturas, juzgados, jueces y demás personal con el que contarán.”    

 

Al respecto, se estima que la norma es inconstitucional en la parte que establece 

que “La ley determinará el número de salas, magistraturas, juzgados, jueces y 

demás personal con el que contarán”, ya que configura un quebrantamiento del 

principio de división de poderes toda vez que existe una intromisión del Poder 

Legislativo en la configuración del Poder Judicial, en ese sentido se genera una 

violación directa a los artículos 40, 41, primer párrafo y 116, primer párrafo de la 

Constitución Federal. 

 

En efecto, no es una atribución del legislador local determinar el número de salas, 

magistraturas, juzgados, jueces y demás personal con el que contarán; por el 

contrario es una atribución que corresponde al propio Poder Judicial a través de 

“Acuerdos Generales” emitidos por el pleno del Consejo de la Judicatura de la 

Ciudad de México, en ese sentido, la propuesta que se somete a consideración de 

esta H. Asamblea en la presente iniciativa será en ese sentido, tal como se puede 

apreciar más adelante. 
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4. La redacción del contenido del apartado A.7 relativo a la autonomía e 

independencia de las personas integrantes del Poder Judicial. 

 

El apartado establece: 

 

“Artículo 40. Del Poder Judicial  
A. De su integración y funcionamiento  
(…) 
7. Las y los jueces y magistrados percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no 
podrá ser disminuida durante su encargo. La ley garantizará la autonomía e independencia de las 
personas integrantes del Poder Judicial.”  

 

Al referirse a la autonomía e independencia “de las personas integrantes” del 

Poder Judicial, se considera que la norma se refiere a los titulares de los órganos 

jurisdiccionales, “personas” es un término demasiado amplío, se sugiere que se 

refiera a “jueces y magistrados”; o bien, sí en la redacción se pretendía evitar 

repetir la frase del primer renglón, se propone la siguiente redacción: 

 

“7. Las y los jueces y magistrados percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, 

la cual no podrá ser disminuida durante su encargo. La ley garantizará su autonomía e 

independencia.”  

 

5. El contenido del apartado A.9 referente a: i) el porcentaje requerido de los 

Plenos del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal Constitucional para 

designar a sus respectivos presidentes; y, ii) al número de años de duración 

de la Presidencia de cada uno de los tribunales referidos. 

 

El apartado establece: 

 
“Artículo 40. Del Poder Judicial  
A. De su integración y funcionamiento  
(…) 
9. Las personas integrantes de los plenos de los Tribunales previstos por esta Constitución, 
elegirán a la persona que lo presida por el voto secreto de al menos las dos terceras partes del 
total de sus integrantes. Quienes presidan durarán tres años en su encargo sin posibilidad de 
reelección.” 

 

Se considera que: 

 

a) Nombrar a los presidentes de los plenos del Tribunal Superior de Justicia y 

de la Sala Constitucional por una mayoría reforzada de los dos terceras 

partes del total de sus integrantes (es decir el 66%), no es conveniente; se 

sugiere que sea por mayoría simple y que la redacción de este apartado 

sea en ese sentido. 
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